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SALA SUPERIOR DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA
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“2026, Año del Bicentenario de la Promulgación de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí”
TOCA ******/2026

EXPEDIENTE ******/2025-1


RECURSO DE APELACIÓN: ******/2026.
JUICIO CONTENCIOSO: ******/2025-1.
PARTE ACTORA: ******.

AUTORIDAD DEMANDADA Y RECURRENTE: COMISIÓN PERMANENTE DE PENSIONES Y ASUNTOS LABORALES DEL AYUNTAMIENTO DEL MUNICIPIO DE SAN LUIS POTOSÍ.
MAGISTRADO: CLAUDIO ALBERTO ALVARADO BARRAGÁN.

SECRETARIO: FRANCISCO JAVIER BELMARES OLVERA.

San Luis Potosí, San Luis Potosí, tres de julio de dos mil veintiséis.

V I S T O S para resolver los autos del toca ******/2026, formado con motivo de la interposición del recurso de apelación presentado en la oficialía de partes de este Tribunal el veintisiete de marzo de dos mil veintiséis, por ******, en su carácter de Síndico y Presidenta de la Comisión Permanente de Pensiones y Asuntos Laborales del Ayuntamiento del Municipio de San Luis Potosí, en el juicio contencioso administrativo ******/2025, en contra de la resolución de catorce de enero de dos mil veintiséis, pronunciada por la Primera Sala Unitaria de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; turnado a ésta Sala Superior el ocho de abril siguiente, mediante oficio PSU/TEJASLP/******/2026, signado por el Secretario de Acuerdos de dicha Sala Unitaria; y
R E S U L T A N D O

I. La resolución materia de apelación, concluyó con los siguientes puntos resolutivos:

“PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ de la resolución negativa ficta impugnada, por lo que se decreta su NULIDAD para los efectos precisados en el Considerando Sexto de ésta Sentencia.”
II. Inconforme con la referida determinación, ******, con el carácter antes referido, interpuso recurso de apelación, por escrito presentado el veintisiete de marzo de dos mil veintiséis, en la oficialía de partes de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa y recibido en esta Sala Superior el ocho de abril siguiente; atendiendo a que por auto de siete de abril anterior
, con fundamento en el artículo 152
, último párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, la Magistrada de la Primera Sala Unitaria, ordenó remitir a esta Sala Superior la apelación y el expediente ******/2025.

III. Mediante auto de trece de abril de dos mil veintiséis
, se recibió el escrito de mérito, se admitió a trámite la apelación bajo el consecutivo ******/2026, se ordenó notificar y dar vista con copia del escrito de mérito a la parte actora ******, para que en el término de tres días hábiles manifestara lo que a su derecho conviniere.

IV. El treinta de abril de dos mil veintiséis
, se tuvo a la parte actora por desahogando la vista ordenada en el acuerdo de admisión y, con fundamento en lo dispuesto por el último párrafo del artículo 154
, del Código Procesal Administrativo vigente en el Estado, se citó para resolver el presente recurso de apelación.

CONSIDERANDO

PRIMERO. Competencia. Esta Sala Superior Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es competente para conocer de los recursos de apelación, en términos de los artículos 123, de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 9 fracción II, 23 fracción V, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, y 152, último párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; en virtud de que se reclama una resolución definitiva pronunciada por una Sala Unitaria de éste Tribunal.
SEGUNDO. Materia de la Apelación. A efecto de establecer como se integra la Litis en segunda instancia, se considera necesario la transcripción de los artículos 152, 153 y 156, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, aplicable en la época de los hechos sometidos a esta Alzada.

“Artículo 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos:

I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia; 

II. Sea de cuantía indeterminada;
III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingreso s estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a: 

a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación. 

b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones. 

c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación. 

d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y 

IV. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí.
Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley.
El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”
“Artículo 153. El recurso de apelación se promoverá mediante escrito, dentro de los quince días hábiles siguientes a aquél en que surta sus efectos la notificación de la resolución que se recurre. 

En el escrito deberán formularse los agravios que consideren las partes se les hayan causado, exhibiéndose una copia del mismo para el expediente y una para cada una de las partes.”
“Artículo 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate. 

A la vista de los agravios expresados por el recurrente, la sentencia de apelación revisará si se observó lo establecido en los artículos, 249 y 250 de este Código
.

Si se acreditan violaciones cometidas durante el procedimiento de juicio que hayan dejado sin defensa al recurrente y trasciendan al sentido de la sentencia, se revocará ésta y se mandará reponer el procedimiento.

Sólo se tomarán en consideración las pruebas que se hubiesen ofrecido en el juicio respectivo, salvo que no se haya tenido la oportunidad procesal para rendirlas.

Se suplirá la deficiencia de los agravios del particular apelante, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados.

En el caso de ser revocada la sentencia o de que su modificación así lo disponga, cuando el recurrente sea el servidor público, se ordenará se le restituya de inmediato en el goce de sus derechos, sin perjuicio de lo que establecen otras leyes.

Se exceptúan del párrafo anterior, los casos previstos en el apartado B, fracción XIII, del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.”
Ahora bien, de la interpretación de los preceptos legales transcritos, se determina que la litis en segunda instancia se integra con la resolución definitiva, emitida por alguna Sala Unitaria, según sea el caso y con los agravios expresados por el apelante.

Por ende, la apelación resulta un recurso ordinario y vertical a través del cual una de las partes o ambas, solicitan a la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, un nuevo examen sobre la resolución definitiva dictada por alguna Sala Unitaria; la cual tiene por objeto confirmar, revocar o modificar la resolución de primera instancia, impugnada en los puntos relativos a los agravios vertidos por el recurrente, en los cuales se combatan las consideraciones que sustenten la resolución apelada, para demostrar su ilegalidad, cuya declaración pretende; y por consiguiente la Sala de segunda instancia revoque o modifique el fallo apelado, cuando no se observe lo establecido en los artículos 249 y 250, del Código aplicable, o existan violaciones cometidas durante el procedimiento del juicio, que hayan dejado sin defensa al recurrente y trascienda al sentido de la sentencia.

En ese sentido, cuando el particular sea el apelante, se podrá suplir la deficiencia de los agravios, por disposición expresa del normativo 156
, párrafo quinto, del Código Procesal aplicable, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados; sin embargo, cuando la autoridad demandada figure como recurrente, ésta deberá formular los agravios que le genere la sentencia de primera instancia, en virtud de que la institución de la suplencia de la queja prevista por la legislación de la materia, no opera en favor de esta parte procesal.

Además, este límite se traduce en el respeto a la igualdad y el equilibrio procesal que debe haber entre los contendientes, en términos del principio de justicia imparcial que deriva del derecho de acceso a la justicia. Orienta lo anterior, por los motivos que se invocan, el contenido de la tesis siguiente:
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	“AGRAVIOS EN LA APELACIÓN. EL TRIBUNAL DE ALZADA PUEDEDE CALIFICARLOS DE INFUNDADOS O INOPERANTESES PARA SOSTENER LA RESOLUCIÓN EN LA QUE CONFIRME LA SENTENCIA RECURRIDA.”


TERCERO. Legitimación
. El presente recurso de apelación fue interpuesto por parte legítima, ya que se trata de ******, en su carácter de Síndico y Presidenta de la Comisión de Pensiones y Asuntos Laborales del Ayuntamiento del Municipio de San Luis Potosí, en el juicio contencioso administrativo ******/2025, personalidad que le fue reconocida en el juicio de origen, en auto de trece de agosto de dos mil veinticinco
.

CUARTO. Oportunidad. El recurso de apelación fue presentado dentro del plazo de quince días que para tal efecto señala el primer párrafo del artículo 153, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí
, toda vez que la sentencia recurrida le fue notificada vía electrónica a la autoridad demandada el once de marzo de dos mil veintiséis
, por lo que dicha notificación surtió efectos el diecisiete siguiente, de manera que el plazo de interposición transcurrió del dieciocho de marzo al diez de abril del año en curso; en ese lapso no deben contar los días veintiuno, veintidós, veintiocho y veintinueve de marzo; cuatro y cinco de abril del mismo año, por haber sido sábados y domingos, respectivamente, inhábiles por disposición expresa del artículo 15
, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; así como el uno, dos y tres de abril de dos mil veintiséis, inhábiles de acuerdo con el “Calendario Oficial de Labores 2026”; por lo que, si el recurso de apelación se presentó el veintisiete de marzo de dos mil veintiséis, se patentiza se interpuso con la debida oportunidad.

QUINTO. Procedencia. Previo al estudio de los agravios expresados por la apelante se analizará si el recurso en cuestión cumple con el requisito de procedencia, por ser de una cuestión de orden público y análisis preferente, ya que es un aspecto que conforme a la estructura procesal del recurso exige ser dilucidado preliminarmente al tema de fondo debatido, por lo que ésta Sala procede a realizar un análisis oficioso.
Como se explica a continuación, esta Sala Superior estima que el recurso de apelación interpuesto por ******, con el carácter antes referido, es procedente bajo las consideraciones siguientes:
Marco normativo.
En el artículo 152 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí establece los supuestos en los que las resoluciones definitivas de las Salas Unitarias del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa son apelables:

 “Artículo 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos:

I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia;

II. Sea de cuantía indeterminada;

(Reformado mediante publicación de dieciocho de septiembre de dos mil veinticuatro en el Periódico Oficial del Estado.)

III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a:

a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación.

b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones.

c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación.

d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y
IV. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí.

Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley.

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”
De la norma transcrita se desprende que la procedencia del recurso de apelación, dada su naturaleza explicada en el considerando segundo de este fallo se sujeta a cuatro supuestos: cuando la cuantía exceda de mil quinientas veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización, al momento de la emisión de la sentencia; cuando el asunto sea de cuantía indeterminada; cuando se trate de resoluciones dictadas por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre y cuando se refiera a interpretación de normas generales, competencia y violaciones procesales; resoluciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y las previstas en la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado.

En ese sentido, del análisis realizado de las constancias remitidas por la Sala de origen, se advierte que en la sentencia de catorce de enero de dos mil veintiséis se determinó que la autoridad demandada no fundó ni motivó la resolución negativa ficta relativa a una pensión por edad avanzada y años de servicio tramitada bajo el expediente CPPAL/DEA/******/2024.
En consecuencia, al considerar violados los artículos 14 y 16, de la Constitución Federal, la Primera Sala Unitaria concluyó que se actualizó la causal de ilegalidad prevista en el artículo 250, fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Por tanto, con fundamento en los arábigos 251 y 252, del citado ordenamiento legal, declaró la ilegalidad e invalidez de la resolución impugnada, por ende, decretó su nulidad, dejándola sin efecto legal alguno.
Bajo ese contexto, al versar el caso sobre una negativa ficta relacionada con un trámite pensionario, se concluye que se trata de un asunto de cuantía indeterminada.
Por tanto, el recurso de apelación resulta procedente al actualizarse el supuesto previsto en la fracción II, del artículo 152, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
SEXTO. Principio de economía procesal. Atento al principio de economía procesal no se transcribirán las consideraciones rectoras del sentido de la sentencia recurrida, ni los conceptos de agravio expresados por el apelante al no existir disposición legal alguna que establezca tal exigencia, además, los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias se satisfacen cuando se precisan los puntos sujetos a debate, derivados del escrito de agravios los cuales se estudian y se les da respuesta, misma que debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Lo anterior encuentra apoyo en las tesis siguientes.
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	“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.”

	
	“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.”


SÉPTIMO. Estudio. Son inoperantes por ineficaces los agravios emitidos por la parte apelante; por ende, insuficientes para revocar o modificar el fallo impugnado.

En la resolución de catorce de enero de dos mil veintiséis, dictada en el juicio contencioso administrativo ******/2025, la Magistrada de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa declaró la ilegalidad e invalidez de la negativa ficta impugnada y, por ende, la nulidad del acto con base en los razonamientos siguientes:

Inicialmente, del análisis que practicó a las constancias que integran el juicio de nulidad, la Magistrada de instrucción determinó que el acto impugnado lo constituyó la resolución negativa ficta atribuida a la Comisión Permanente de Pensiones y Asuntos Laborales del Ayuntamiento del Municipio de San Luis Potosí, que recayó a la solicitud de pensión por edad avanzada formulada por el justiciable mediante el “Formato Único F1-SP”, presentado el dieciséis de agosto de dos mil veinticuatro, dentro del expediente administrativo CPPAL/DEA/******/2024, del índice de la autoridad demandada.
Para dilucidar la naturaleza de la omisión reclamada, la A quo precisó, correspondía remitirse a lo dispuesto en los artículos 7°, fracción XIII, de la Ley Orgánica de este Tribunal y, 3° y 20, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 
De la exégesis sistemática a lo dispuesto en los preceptos de referencia, la A quo hizo constar la concurrencia de tres elementos esenciales para la integración de la presunción legal: “a) Que exista una instancia o petición formulada por escrito a la autoridad; b) El silencio de la autoridad; y c) Que el silencio se prolongue por un plazo que exceda el término previsto por la ley para que la autoridad resuelva la instancia o petición.”
Bajo esa premisa, la resolutora concluyó que, mientras la parte actora cumplió con la carga de probar la presentación de su pretensión ante la autoridad municipal, el órgano administrativo omitió acreditar la emisión, notificación y existencia actual de la resolución expresa que diera respuesta de fondo dentro del término perentorio de tres meses previsto por el arábigo 20, del ordenamiento legal en cita; de ahí que, determinó configurada la omisión administrativa.
Por otra parte, y por tratarse de una cuestión de orden público y estudio preferente, previo al análisis del fondo, la Magistrada de instrucción analizó las causales de improcedencia y sobreseimiento del juicio alegadas por la autoridad demandada de manera conjunta, previstas en los artículos 228, fracción V, VI, y IX, y 229, fracción II, V y VI, de la Ley Adjetiva Administrativa del Estado. El argumento de la autoridad se centró en una supuesta extemporaneidad de la demanda y la consecuente falta de configuración de la negativa ficta, bajo la premisa de que el derecho del justiciable había fenecido y que el silencio administrativo se vio interrumpido por las actuaciones procesales internas del propio ayuntamiento.
Sobre ese tópico, la A quo declaró la improcedencia de dichas causales. Para determinar lo anterior, precisó que, si bien, la Comisión Permanente de Pensiones y Asuntos Laborales dio inicio al procedimiento administrativo mediante el auto de admisión de veintiséis de agosto de dos mil veinticuatro, dictado en el procedimiento administrativo CPPAL/DEA/******/2024. Sin embargo, precisó que la obligación de dicha autoridad no termina con la sola recepción e integración del expediente (acorde a lo dispuesto en el artículo 152, fracción IX, del Reglamento Interno del Municipio Libre de San Luis Potosí), sino que su deber legal concluye estrictamente hasta que notifican el dictamen y expide las patentes de pensión; de ahí, lo infundado que determinó de las causales señaladas.

Para dilucidar lo anterior, la resolutora precisó, correspondía remitirse a lo dispuesto en los artículos 133, fracción II, y 152, fracción IX, del Reglamento Interno del Municipio de San Luis Potosí -que delimitan las atribuciones legales y la carga resolutoria-. De un ejercicio interpretativo a lo dispuesto en los preceptos de referencia, advirtió que, la autoridad enjuiciada detenta la atribución exclusiva de dictaminar la procedencia o improcedencia de la pensión y someter dicha resolución a la aprobación del Cabildo, acto que debió culminar con la correspondiente notificación personal del resultado al interesado.
Consecuentemente, al constar en el sumario de origen que el auto de radicación de veintiséis de agosto de dos mil veinticuatro, únicamente postergó el pronunciamiento de fondo bajo la promesa de dictaminar en su oportunidad, y al no obrar constancia alguna que acreditara la existencia de un dictamen aprobado por el Cabildo y que haya sido notificado al enjuiciante, la juzgadora determinó que las obligaciones de la autoridad municipal quedaron insatisfechas. Por tanto, al no haberse desvirtuado el silencio administrativo, la Magistrada de origen declaró infundada la causa de improcedencia alegada por la enjuiciada.
Por otro lado, la Magistrada instructora declaró fundado el concepto de impugnación esgrimido por el actor, orientado a controvertir la legalidad de la resolución negativa ficta.
Para sustentar lo anterior, la A quo fijó la litis y delimitó el acto impugnado; de ahí que, determinó que la controversia derivó de la configuración de la negativa ficta, atribuible a la Comisión de Pensiones y Asuntos Laborales del Ayuntamiento del Municipio de San Luis Potosí. Lo anterior, al actualizarse la omisión material e injustificada de dar respuesta de fondo y en forma expresa a la solicitud de pensión por edad avanzada instada por justiciable desde el dieciséis de agosto de dos mil veinticuatro.

De ahí que, la resolutora declaró fundado el concepto de impugnación que hizo valer el accionante. Para arribar a tal conclusión, sostuvo que la autoridad demandada incumplió con su obligación constitucional y legal de emitir una resolución fundada y motivada respecto a la petición de seguridad social del enjuiciante, manteniendo una actitud pasiva que se prolongó de manera indefinida hasta la fecha de presentación de la demanda de nulidad –trece de junio de dos mil veinticinco-.
Respecto de los argumentos plasmados en la contestación de la demanda, la juzgadora refirió que, el órgano municipal pretendió acreditar la supuesta improcedencia del juicio y la inexistencia de la negativa ficta. De ahí que, la Magistrada de instancia determinó que la emisión y posterior notificación del auto de radicación dictado en el expediente CPPAL/DEA/******/2024, no poseía la naturaleza jurídica de un acto definitivo resolutorio. Por ende, resolvió que dicho proveído meramente instrumental resultaba insuficiente para interrumpir el plazo legal del silencio de la autoridad o para colmar la garantía de respuesta formal exigida por el artículo 20, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Bajo esa lógica, la A quo concluyó que el simple trámite interno o la radicación de un expediente no sustituye, bajo ninguna circunstancia, la obligación sustantiva de la autoridad administrativa de pronunciarse sobre la procedencia o improcedencia del otorgamiento de la pensión solicitada; de ahí, lo fundado que consideró de la impugnación que vertió el actor.
Para sustentar su determinación, la resolutora examinó el principio de legalidad previsto en el artículo 16, de la Constitución Federal, precisando al efecto los alcances de la debida fundamentación y motivación. En ese sentido, señaló que la fundamentación exige la cita expresa de los conceptos legales aplicables al caso, mientras que la motivación impone la obligación de desarrollar los razonamientos lógico-jurídicos que demuestre la adecuación entre las normas invocadas y los hechos específicos. Ambas exigencias, según destacó, tiene como finalidad garantizar que el gobernado conozca las causas del acto de molestia para salvaguardar su derecho a una defensa adecuada. En sustento a esa forma de razonar, la A quo citó la tesis de rubro siguiente: “FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN.”
Bajo esa premisa, al analizar la negativa ficta reclamada, la Magistrada de instrucción determinó que esta carecía de fundamentación y motivación. Por tanto, con base en las reglas procesales de la materia, sostuvo que la configuración de dicho silencio administrativo constreñía a la autoridad demandada a exponer, al contestar la demanda, los fundamentos de derecho y motivos de hecho idóneos para justificar la denegación del derecho solicitado.
Así, la juzgadora desvirtuó los argumentos de la contestación formulada por la enjuiciada, pues advirtió que la autoridad pretendía desvirtuar la configuración de la negativa ficta bajo el argumento de que la solicitud de pensión del actor dio origen al acuerdo de radicación de veintiséis de agosto de dos mil veinticuatro, dentro del expediente CPPAL/DEA/******/2024, notificado el veintiocho de agosto siguiente. Frente a ello, la Magistrada determinó que la emisión de dicho acuerdo constituye únicamente una actuación de trámite preliminar. Por tanto, resolvió que el procedimiento en materia de seguridad social no concluye con la simple recepción e integración de un expediente, sino que subsiste la obligación de emitir un dictamen definitivo de fondo, efectuar su notificación formal y, de ser procedente, expedir las patentes de pensión respectivas. Por ende, concluyó que la inactividad de la Comisión demandada actualizó plenamente la figura del silencio administrativo al no haberse resuelto el fondo de la petición.
Por otro lado, la Magistrada de instancia tuvo por acreditado que la autoridad demandada incumplió con la carga procesal de justificar la legalidad de su determinación omisiva. Para sustentar lo anterior, del análisis a la contestación de la demanda y su ampliación, la A quo advirtió que la Comisión municipal omitió citar los preceptos legales sustantivos que fundamentaran la denegación del otorgamiento de la pensión por edad avanzada. Asimismo, determinó la inexistencia de razonamientos lógico-jurídicos orientados a explicar al peticionario las causas materiales por las cuales no resultaba procedente su solicitud; de ahí que consideró se actualizaba un vicio de ilegalidad manifiesta por carencia absoluta de fundamentación y motivación. 
Así, la resolutora puso de relieve que lejos de exponer los motivos de hecho y de derecho de la denegación material, la Comisión Permanente de Pensiones y Asuntos Laborales del Ayuntamiento se limitó a formular una negación formal de los hechos, aduciendo textualmente que no había emitido una contestación en sentido negativo respecto al pedimento del actor. Esta postura defensiva fue calificada por la juzgadora de origen como insuficiente, toda vez que frente a la configuración de la negativa ficta, la autoridad está obligada por ley a sustituir su silencio con una resolución debidamente motivada, carga que no se satisface mediante la simple negativa técnica del acto omisivo.
Como consecuencia de la ilegalidad decretada, la Magistrada instructora resolvió que ante la subsistencia de la afectación a la esfera jurídica del actor derivada del silencio de la autoridad frente a su instancia de dieciséis de agosto de dos mil veinticuatro, lo conducente era declarar la nulidad de la resolución negativa ficta. En consecuencia, constriñó a las dependencias municipales demandadas emitir el dictamen definitivo de fondo que en derecho proceda respecto a la pensión solicitada, sin que resultara válido postergar la resolución material del asunto.

No obstante, del análisis de las constancias de origen, la A quo advirtió que la parte actora, al formular la ampliación de demanda, invocó el derecho sustantivo que le asiste para obtener el beneficio de jubilación y pensión por edad avanzada, derivado de los años de servicio ininterrumpidos prestados a la administración pública municipal. Al respecto, refirió que el justiciable sustentó la procedencia de su pretensión en el marco jurídico aplicable, citando los artículos 125, 164 y 165 del Reglamento de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana del Municipio de San Luis Potosí; 97, fracción IV, y 99 del Reglamento del Servicio Profesional de Carrera Policial del Municipio de San Luis Potosí; en correlación con los numerales II.1, fracción VI.4, VII, fracciones VII.1 y VII.2 del Manual de Pensiones y Jubilaciones de las instituciones de seguridad pública del propio Ayuntamiento.
Asimismo, la juzgadora puntualizó que el accionante precisó que los miembros de las instituciones policiales mantienen un vínculo de naturaleza estrictamente administrativa con el Estado y los Municipios. Por tanto, sostuvo que si bien este sector se encuentra sujeto a un régimen especial regulado por el artículo 123, apartado B, fracción XIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, dicha circunstancia no restringe, excluye ni impide el pleno goce del derecho a un retiro digno, el cual debe otorgarse conforme a los lineamientos legales establecidos.
Bajo esa línea argumentativa, la resolutora destacó que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 123, apartado B, fracciones XI y XIII de la Ley Fundamental, los integrantes de los cuerpos de seguridad pública gozan de una protección constitucional integral en materia de seguridad social. De ahí, determinó que tal derecho comprende de manera enunciativa, más no limitativa, las prerrogativas de jubilación, pensión por retiro, invalidez o muerte; habida cuenta que estas constituyen la garantía jurídica e institucional idónea para asegurar un ingreso económico que propicie una vida digna y decorosa para el ex servidor público y sus beneficiarios.

En consecuencia, la Magistrada resolutora precisó que la seguridad social constituye una prerrogativa fundamental e indiscutible para toda persona. Precisó, que esta protección se encuentra expresamente reconocida en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano es parte, tales como los artículos 22 y 25, de la Declaración Universal de los Derechos Humanos; XVI de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; 9 y 11, del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; así como el numeral 9, del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales "Protocolo de San Salvador". En sustento a esa forma de razonar, la A quo citó la tesis de rubro siguiente: “POLICÍA AUXILIAR DE LA CIUDAD DE MÉXICO. AUNQUE SUS MIEMBROS PERTENECEN CONSTITUCIONALMENTE A UN RÉGIMEN ESPECIAL DONDE NO PUEDE RECLAMARSE LA POSIBLE AFECTACIÓN A DERECHOS LABORALES, LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS LES RECONOCE EL DERECHO FUNDAMENTAL A LA SEGURIDAD SOCIAL.”
Con base en este criterio, la juzgadora de origen determinó que la relación administrativa de los cuerpos policiacos con el Estado no demerita sus garantías fundamentales. Consecuentemente, conservan intacto el derecho a un ingreso adecuado tras concluir su vida activa, mediante las figuras de jubilación, pensión de retiro, invalidez o muerte.
Finalmente, la Magistrada de instancia precisó que la obligación del Ayuntamiento de otorgar seguridad social y pensiones a sus elementos operativos surge de los artículos 84, párrafos primero y tercero de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública; 57, fracción VII de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí; y 125, fracción XX del Reglamento de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana del Municipio de San Luis Potosí. Por ende, concluyó que las dependencias demandadas tienen el mandato legal e indisponible de tutelar el retiro digno de los miembros de dicha Secretaría.
En esa misma tesitura, la A quo precisó que correspondía remitirse a lo dispuesto en los artículos 84, párrafos primero y tercero de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública; 57, fracción VII de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí; así como el arábigo 125, fracción XVI del Reglamento de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana del Municipio de San Luis Potosí. De la exégesis conjunta e integral de dichos dispositivos, la juzgadora obtuvo que el ordenamiento jurídico impone a las autoridades de los tres órdenes de gobierno un mandato prestacional imperativo, consistente en garantizar de manera efectiva un sistema de retiro digno para los elementos operativos de las instituciones policiales.
Bajo ese contexto, la resolutora determinó que el acceso a la seguridad social y específicamente a una pensión, es una manifestación fundamental del derecho humano al retiro. Por tanto, concluyó que la previsión social para los cuerpos de seguridad pública no es una concesión discrecional de la administración, sino una exigencia constitucional de orden público que asegura la viabilidad económica del servidor al concluir su vida activa.
Por tanto, la A quo precisó que el reglamento local confiere expresamente al personal operativo de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana municipal el derecho a una pensión por edad avanzada. Asimismo, destacó que conforme a la distribución de competencias, corresponde formalmente al Cabildo del Ayuntamiento de San Luis Potosí autorizar la materialización y pago de la prestación. Con ello, la resolutora fincó la responsabilidad institucional del órgano colegiado municipal para culminar el procedimiento de retiro.
En ese mismo orden de ideas, la juzgadora analizó la exposición de motivos del “Manual de Procedimientos para la Autorización de Jubilaciones y Pensiones de Las y Los Trabajadores y Beneficiarios del Municipio de San Luis Potosí”. Al respecto, precisó que este instrumento interno reitera el marco constitucional y laboral del Estado. Por ende, sostuvo que otorgar prestaciones de seguridad social -como la pensión por jubilación, cesantía en edad avanzada y viudez- es una obligación irrenunciable para los Ayuntamientos, según el artículo 123, apartado B, fracción XI, inciso a) de la Constitución Federal y 69 de la Ley de los Trabajadores al Servicio de las Instituciones Públicas del Estado de San Luis Potosí.
Bajo esa consideración, al resultar sustancialmente fundados los conceptos de impugnación, la Sala de origen declaró la ilegalidad de la resolución negativa ficta atribuida a la Comisión Permanente de Pensiones y Asuntos Laborales del Ayuntamiento del Municipio de San Luis Potosí. Lo anterior, al haber desvirtuado el alcance jurídico del acuerdo de radicación dictado el veintiséis de agosto de dos mil veinticuatro en el expediente administrativo CPPAL/DEA/******/2024, mediante el cual la autoridad demandada limitó su actuación a informar al actor que su petición sería integrada para un posterior dictamen, de conformidad con los artículos 94 y 133, del Reglamento Interno del Municipio de San Luis Potosí.
Consecuentemente, decretó la nulidad del acto omisivo e impuso a la Comisión demandada la obligación de emitir una resolución expresa, debidamente fundada y motivada, en torno a la solicitud de pensión por edad avanzada. Lo anterior, con el objeto de dilucidar el fondo de la petición bajo estricta observancia del marco legal analizado, salvaguardando así el derecho humano a la seguridad jurídica del justiciable, dotando de certeza la actuación administrativa y garantizando una defensa adecuada. En sustento a esa determinación, la A quo citó las tesis de rubros siguientes: “SENTENCIAS DEL TRIBUNAL FISCAL DE LA FEDERACIÓN, CUANDO LA VIOLACIÓN ADUCIDA IMPLICA UN ESTUDIO DE FONDO, LA NULIDAD SERÁ LISA Y LLANA, EN CAMBIO, CUANDO SE TRATA DE VICIOS FORMALES, LA NULIDAD SERÁ PARA EFECTOS.” y “FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. EL EFECTO DE LA SENTENCIA QUE AMPARA POR OMISIÓN DE ESAS FORMALIDADES, ES LA EMISIÓN DE UNA RESOLUCIÓN NUEVA QUE PURGUE TALES VICIOS, SI SE REFIERE A LA RECAÍDA A UNA SOLICITUD, INSTANCIA, RECURSO O JUICIO.”
Lo anterior fue determinante para que la Primera Sala Unitaria de este Tribunal declarara la ilegalidad e invalidez, y por ende, decretara la nulidad de la resolución negativa ficta impugnada; dicha decisión tuvo sustento en lo dispuesto en los artículos 251 y 252, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Esta es la resolución materia de análisis en esta segunda instancia.
Síntesis de agravios. En contra de lo resuelto por la Primera Sala Unitaria de este Tribunal, la autoridad apelante formuló los agravios siguientes:

Primer y segundo agravio. Refiere la enjuiciada una transgresión a los artículos 14 y 16, de la Constitución Federal, derivado de la supuesta infracción a los principios de legalidad y seguridad jurídica. Al respecto, sostiene que la resolución recurrida adolece de la falta de congruencia, exhaustividad, claridad y precisión, contraviniendo con ello lo dispuesto en los arábigos 248 y 249, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
La apelante sostuvo que lo anterior era así porque, a su juicio, la Magistrada de instancia omitió el estudio integral de los planteamientos vertidos en la contestación de demanda, particularmente en lo relativo a las afirmaciones siguientes:

· Inexistencia de la negativa ficta. Aduce que la Sala omitió valorar los elementos constitutivos de la negativa ficta, toda vez que, de forma previa a la instauración del juicio, la autoridad emitió un pronunciamiento respecto a la petición de la actora, mismo que fue notificado personalmente.

· Ausencia de silencio administrativo. Derivado de lo anterior, sostiene que no se actualizó el silencio administrativo que le fue imputado en la sentencia de la Sala de instancia. 

· Valoración probatoria deficiente. Asevera que la Magistrada de instancia omitió el análisis integral de las constancias que obran en el juicio de nulidad. En tal sentido, afirma que el fallo infringe el principio de legalidad, pues se sustenta apreciaciones subjetivas que no constituyen argumentos jurídicos válidos para declarar configurada la ficción legal de trato.

· Falta de fundamentación. Arguye que la resolución recurrida carece de los fundamentos legales necesarios para determinar acreditada la negativa ficta decretada.

· Infracción a principios procesales. Finalmente, reitera que las resoluciones dictadas por los órganos jurisdiccionales deben ser fundadas, examinar exhaustivamente las cuestiones controvertidas y observar los principios de congruencia y plenitud de jurisdicción.

En apoyo a sus afirmaciones, la autoridad recurrente citó la tesis de rubro: “PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. CONFORME AL TERCER PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 50 DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, LA SALA DEL CONOCIMIENTO, AL EMITIR SU SENTENCIA, DEBE EXAMINAR TODOS LOS ARGUMENTOS DE LAS PARTES, CON LAS SALVEDADES CORRESPONDIENTES.”
Como se anticipó, resultan inoperantes por insuficientes y reiterativos los agravios en análisis, mismos que se examinan de manera conjunta
 en atención a la estrecha relación que guardan entre sí.
Se otorga dicha calificativa, en virtud de que no puede considerarse como agravio la simple manifestación de inconformidad con el sentido del fallo impugnado por considerarlo ilegal, ya que la misma debe impugnar con razonamientos, los que lo hayan fundado, y en el caso, es patente que los agravios en análisis, no controvierten de manera eficaz si la Sala responsable actuó de manera incorrecta, al no exponer razonamientos contundentes que así lo demuestren.

Si bien es cierto que no se exige en la formulación de los agravios que guarden un apego estricto a la forma del silogismo, sino que basta con que se exprese con claridad la causa petendi, ello no exime a la autoridad recurrente de señalar cuál es la lesión que le causa el acto apelado y los motivos que la originaron, pues si no lo hace, la resolución que se dicte se tornaría oficiosa, lo que equivaldría a suplir la deficiencia de la queja, que en el caso es improcedente.
Son características de un agravio precisar cuál es la parte de la sentencia que lo causa; citar el precepto legal violado; demostrar la transgresión de que se duele con razonamientos lógicos-jurídico idóneos y citar las leyes, doctrinas y jurisprudencias en apoyo a los argumentos expuestos.

Caso concreto.
En los disensos que se analizan, la apelante se limita a argumentar que la resolución recurrida infringe lo dispuesto por los artículos 14 y 16, de la Constitución Federal, en lo relativo a la debida fundamentación y motivación que deben contener las determinaciones que emitan las autoridades del Estado Mexicano. Bajo esa premisa, sostiene que la resolución de la Sala responsable carece de congruencia, exhaustividad, claridad y precisión, y por tanto, contraviene lo dispuesto en los arábigos 248 y 249, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Sustancialmente, la apelante atribuye el sentido de la determinación impugnada, a las conductas asumidas por la Sala responsable, siguientes:
a) Omisión de valorar los elementos constitutivos de la negativa ficta, bajo el argumento de que, emitió un pronunciamiento respecto a la petición de la parte actora.
b) Indebida valoración de las pruebas ofrecidas en el juicio, bajo el argumento de que, se sustenta en apreciaciones subjetivas para declarar configurada la ficción legal.
c) Omisión de fundar la negativa ficta decretada.
Sin embargo, la recurrente no indica en forma concreta la parte o partes del fallo que son omisas en cumplir con tales requisitos; de ahí que, lo inoperante de los agravios esgrimidos por la autoridad se hace consistir en:

1) Inoperancia por falta de impugnación directa de las consideraciones torales. La autoridad apelante se limita a reiterar las excepciones de improcedencia planteadas en su contestación de demanda -específicamente la inexistencia del silencio administrativo por un supuesto pronunciamiento previo-, omitiendo controvertir de manera eficaz los razonamientos de la A quo mediante los cuales determinó que dicho “pronunciamiento” no constituyó una resolución de fondo que resolviera la petición de la justiciable. Por tanto, al no combatir los fundamentos lógicos y jurídicos que sustentan el fallo impugnado, sus afirmaciones constituyen meras reiteraciones dogmáticas que no logran desvirtuar la presunción de legalidad de la sentencia apelada.
2) Inoperancia por insuficiencia argumentativa y dogmatismo. Si bien, la autoridad aduce una violación a los principios de congruencia y exhaustividad, sus disensos son insuficientes para demostrar que la Magistrada de instrucción haya incurrido en una omisión de estudio. De las constancias de autos se advierte que la resolutora sí analizó la competencia y la existencia de la petición; por tanto, el agravio de la recurrente es inoperante al no precisar qué pruebas específicas o qué razonamientos puntuales fueron omitidos, limitándose a realizar afirmaciones genéricas sobre la falta de fundamentación del fallo.
3) Inoperancia por eficacia del estudio de fondo en la negativa ficta. Resulta inatendible el argumento sobre la inexistencia de la negativa ficta, toda vez que, en la litis de esta figura jurídica, el fondo del asunto se desplaza a la legalidad de los fundamentos y motivos que la autoridad debió expresar al contestar la demanda. En la especie, la juzgadora determinó que la autoridad administrativa no justificó el derecho para negar la pensión, punto que la recurrente no rebate en esta Alzada. Consecuentemente, al quedar firme las consideraciones sobre el incumplimiento de los requisitos de fundamentación y motivación en cuanto al fondo del derecho pensionario, el agravio relativo a la configuración procesal de la negativa ficta resulta insuficiente para revocar el sentido de la sentencia.

Conviene precisar que la Sala Unitaria no declaró la ilegalidad de la negativa ficta por desconocer la existencia del referido proveído de radicación o su posterior notificación formal; por el contrario, la A quo consideró dicha actuación procesal, pero desvirtuó su alcance jurídico al determinar que se trataba de un acto meramente procedimental y de trámite preliminar. Bajo esa premisa, la juzgadora de origen razonó que la obligación imperativa de los Ayuntamientos en materia de seguridad social, derivada del artículo 123, apartado B, fracciones XI y XIII de la Constitución Federal, no se colma con la simple recepción o integración de un expediente, sino que subsiste de manera indisponible el mandato de emitir un dictamen definitivo que resuelva el fondo del derecho humano al retiro del justiciable.

Por tanto, con tales argumentos la inconforme no controvierte las consideraciones y fundamentos torales expresados por la resolutora, pues pretende plantear que la resolución reclamada no cumple con los principios de legalidad y seguridad jurídica, en los términos que precisa en sus agravios, sin esgrimir consideración alguna en torno a la determinación emitida por la A quo.
En ese sentido, la apelante omite formular argumento jurídico específico encaminado a combatir la determinación consistente en que, le correspondía la carga procesal al contestar la demanda de expresar los hechos y el derecho en que se apoya la misma, así como, demostrar haber resuelto la petición de pensión, pues adverso a lo esgrimido en los disensos en análisis, no proporcionó motivo y base jurídica para sustentar su dicho, pese a advertirse el reconocimiento expreso de la competencia para dictaminar las solicitudes de pensiones o jubilaciones y, la procedencia o no de estas.
De ahí, que en el fallo impugnado se consideró que la enjuiciada no cumplió con dicha carga procesal que le fue impuesta para la aludida ficción jurídica manifestada por la accionante, por lo que, resulta ajustado a derecho que se declarara su ilegalidad al advertirse que el acto reclamado, se dictó sin fundamentación y motivación a lo peticionado por la enjuiciante, en relación a los principios de exhaustividad y congruencia, lo que se tradujo en una violación al artículo 16, de la Carta Magna, y en contravención a los elementos y requisitos que prevén los artículos 164 y 165, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

En consecuencia, resulta ajustado a derecho que se abordara el estudio concerniente al derecho pensionario solicitado por parte actora, en lo relativo a que, ésta colma los presupuestos de procedibilidad previstos en el Manual de Procedimientos municipal para acceder a dicho beneficio por edad avanzada, toda vez que, al momento de la petición, la justiciable contaba con cincuenta y ocho años de edad y veintitrés años de servicios efectivos prestados en la corporación, lo cual se valoró al margen de los documentos que las partes aportaron, lo que resultó suficiente para tener por demostrado el derecho reclamado y, por ende, fundados los conceptos de impugnación enderezados contra la negativa ficta.
Por tanto, al haberse acreditado los elementos de la acción, la Magistrada de instrucción debidamente impuso a la autoridad demandada emitir una resolución debidamente fundada y motivada que resuelva el fondo de la petición.

En ese sentido, la reclamante no combate la determinación de la procedencia de la nulidad de la resolución negativa ficta, y la relativa a la procedencia del derecho pensionario solicitado pronunciada por la Sala de instancia en relación con el incumplimiento de la exigencia expresar los hechos y el derecho en que apoyó su resolución, pues se limita a afirmar que la sentencia apelada no cumple con los artículos 14 y 16, de la Constitución Federal y, 248 y 249, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; de ahí que, la citada determinación deben subsistir ante su falta de impugnación.

Bajo esa línea argumentativa, es inconcuso que la recurrente en el caso concreto no controvierte las consideraciones de la A quo para declarar la nulidad de la negativa ficta consistente en la omisión de dar respuesta a la petición contenida del escrito presentado ante Dirección de Recursos Humanos del Ayuntamiento del Municipio de San Luis Potosí el dieciséis de agosto de dos mil veinticuatro y, que le fue turnada para su integración y posterior dictaminación, instancia que procedió a su radicación el veintiséis de agosto siguiente, sin que a la fecha de la emisión del fallo impugnado se haya pronunciado la resolución correspondiente. Por tanto, es evidente que si las consideraciones de la Sala de origen no son debatidas en esta vía, consecuentemente deben quedar firmes y, por ende, suficientes para sustentar la decisión aquí apelada.
En torno a lo anterior, la Magistrada de instancia para arribar a la decisión de decretar la nulidad de la resolución negativa ficta, e imponer a la Comisión Permanente de Pensiones y Asuntos Laborales del Ayuntamiento del Municipio de San Luis Potosí la obligación de emitir una resolución expresa, debidamente fundada y motivada, en torno a la solicitud de pensión por edad avanzada, sí fundó y motivó su determinación, pues al efecto tomó en cuenta el supuesto jurídico contenido en el normativo 3°, 20, 244, 248, 249, 250, fracción II, y 252, fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en contraste con lo manifestado por la demandada, señalando de manera precisa las razones que tuvo para declarar la ilegalidad e invalidez del acto impugnado, consecuentemente, la nulidad del mismo, en términos del razonamiento jurídico expuesto en el considerando sexto, del fallo apelado.

Por tanto, las inconformidades vertidas por la disidente, encaminadas a descalificar de manera superficial la resolución definitiva de la Magistrada instructora, no cumplen con el requisito necesario para que se proceda a su estudio, pues al no haber suplencia de queja, se da una imposibilidad técnica, para emprender un análisis de oficio de la sentencia, en ese sentido, la apelante no cumple con su obligación de impugnar de forma directa las razones de la autoridad de primera instancia que considera contraria a los principios constituciones; de ahí, la inoperancia de los conceptos de agravios.

Esto es, que no basta la mención genérica de un tema que en vía de agravio se haga valer para que este Tribunal de Alzada tenga que realizar un pronunciamiento de fondo; sino era indispensable, como ya se asentó, que la autoridad apelante hubiera indicado en forma concreta exponiendo el motivo de la infracción legal que le imputa a la A quo, con fundamentos, razones o argumentos, además de que no combate el fondo del fallo natural, limitándose a realizar afirmaciones sin sustento o conclusiones no demostradas, por lo cual no puede considerarse como un verdadero razonamiento.

Los agravios tendientes a combatir una resolución no deben limitarse a señalar los elementos que existen para considerar injustificados los considerandos de la sentencia o establecer cuales preceptos omitió el juzgador, sino refutar debidamente las consideraciones que se vertieron para concluir el sentido de la resolución. El Tribunal de Alzada solo debe pronunciarse respecto de las cuestiones que en vía de agravio le sometan a su decisión; en caso contrario queda en la imposibilidad de modificar los pronunciamientos consentidos o no combatidos por el recurrente Tantum devolutum quantum apellatum, lo que lleva a concluir que al no existir esas condiciones mínimas, estos agravios se deben calificar como inoperantes e insuficientes.

En apoyo a lo anterior, resultan aplicables las tesis jurisprudenciales emitidas por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito, bajo los rubros y textos siguientes:

“AGRAVIOS INSUFICIENTES.- Cuando en los agravios aducidos por la recurrente no se precisan argumentos tendientes a demostrar la ilegalidad de la sentencia, ni se atacan los fundamentos legales y consideraciones en que se sustenta el sentido del fallo, se impone confirmarlo en sus términos por la insuficiencia de los propios agravios”.

“AGRAVIOS INOPERANTES EN LA REVISIÓN.- Cuando no se advierta una violación manifiesta de la ley que deje sin defensa al recurrente y que no amerite, por tanto, la suplencia de la queja a que se refiere el artículo 76 bis, fracción VI, de la Ley de Amparo, los agravios son inoperantes para los efectos de la revisión, si no se expone argumentación alguna para combatir los fundamentos legales y consideraciones en que se sustenta la sentencia del a quo, ya que el artículo 88 del mismo ordenamiento legal le impone la obligación de expresar los agravios que le cause dicha sentencia que, por tal motivo, se impone confirmar en todas sus partes” 

“AGRAVIOS INOPERANTES. SON AQUELLOS QUE NO COMBATEN TODAS LAS CONSIDERACIONES CONTENIDAS EN LA SENTENCIA RECURRIDA. Ha sido criterio reiterado de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, que los agravios son inoperantes cuando no se combaten todas y cada una de las consideraciones contenidas en la sentencia recurrida. Ahora bien, desde la anterior Tercera Sala, en su tesis jurisprudencial número 13/90, se sustentó el criterio de que cuando el tribunal de amparo no ciñe su estudio a los conceptos de violación esgrimidos en la demanda, sino que lo amplía en relación a los problemas debatidos, tal actuación no causa ningún agravio al quejoso, ni el juzgador de amparo incurre en irregularidad alguna, sino por el contrario, actúa debidamente al buscar una mejor y más profunda comprensión del problema a dilucidar y la solución más fundada y acertada a las pretensiones aducidas. Por tanto, resulta claro que el recurrente está obligado a impugnar todas y cada una de las consideraciones sustentadas por el tribunal de amparo aun cuando éstas no se ajusten estrictamente a los argumentos esgrimidos como conceptos de violación en el escrito de demanda de amparo.”

Consecuentemente, la sentencia recurrida sí se encuentra fundada y motivada, y de esa manera, cumple a cabalidad con los principios de legalidad y certeza jurídica, contenidos en los artículos 14 y 16 de la Carta Magna de la República, dado que en la determinación combatida en esta vía se estableció fundada y motivadamente las razones que llevaron a la juzgadora a declarar la ilegalidad, invalidez, y nulidad de la resolución impugnada, señalando la funcionaria con precisión los preceptos legales aplicables el caso particular, existiendo además, plena adecuación al caso de trato.

Acorde a la calificación dada a los agravios esgrimidos por la autoridad demandada Comisión Permanente de Pensiones y Asuntos Laborales del Ayuntamiento del Municipio de San Luis Potosí, mismos que resultaron ser inoperantes, lo que procede es confirmar la sentencia de catorce de enero de dos mil veintiséis, pronunciada por la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, dictado en el juicio contencioso administrativo ******/2025.
Por último, con apoyo en lo dispuesto por el artículo 22 Bis
 del Reglamento Interior de este Tribunal, se habilita a la licenciada ****** para que lleve a cabo la notificación de la presente resolución.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, con apoyo además en los artículos 149, 150 y 151 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se:

R E S U E L V E

ÚNICO. Se CONFIRMA el fallo recurrido catorce de enero de dos mil veintiséis, pronunciado por la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, al resolver el procedimiento contencioso ******/2025, de acuerdo a las consideraciones y fundamentos precisados en el último considerando de esta resolución.
Notifíquese; con testimonio de esta resolución de manera personal a la parte actora ******; y por oficio a la autoridad demandada Comisión Permanente de Pensiones y Asuntos Laborales del Ayuntamiento del Municipio de San Luis Potosí; procédase a realizar las anotaciones respectivas en el Libro de Gobierno y la captura de datos en el Sistema de Control Electrónico de Expedientes Jurisdiccionales (SICEEJURIS); y en su oportunidad archívese el toca como asunto concluido y remítanse los autos a la Sala de su origen.

Así lo resolvió y firma el Magistrado de la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa Licenciado Claudio Alberto Alvarado Barragán, quien actúa de forma legal asistido del Licenciado Francisco Javier Belmares Olvera, Secretario Jurisdiccional conforme a lo dispuesto por los artículos 18 fracción I, en relación con el 20 fracción X, del Reglamento Interior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa
, que autoriza y da fe.

CLAUDIO ALBERTO ALVARADO BARRAGÁN
MAGISTRADO TITULAR DE LA SALA SUPERIOR

FRANCISCO JAVIER BELMARES OLVERA

SECRETARIO JURISDICCIONAL DE LA SALA SUPERIOR
“En términos de los previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III y 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, en esta versión publica se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos”.

Razón: esta hoja pertenece a la parte final de la sentencia de tres de julio de dos mil veintiséis, dictada en los autos del Toca ******/2025. Conste.
� Foja 114 del Juicio de origen.


�“Artículo 152 


[…]


El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”


� Fojas 09-11 del Toca de apelación.


� Fojas 22 y 23 del Toca de apelación.


� “Artículo 154.


[…]


La Sala Superior del Tribunal, dará vista a las partes para que en el término de tres días hábiles, manifiesten lo que a su derecho convenga; vencido este término se procederá a resolver con los elementos que obren en autos.”


�“Artículo 249. Las sentencias que emitan las Salas, deberán de contener: 


I. La fijación clara y precisa de los puntos controvertidos, la exposición de las razones por las que, en su caso, se haga uso de la facultad para suplir la deficiencia de la queja, así como el examen y valoración de las pruebas que se hayan rendido; 


II. La exposición debidamente fundada y motivada de las consideraciones en que se basa la resolución, y 


III. Los puntos resolutivos, los que expresarán los actos o resoluciones cuya validez se reconozca o cuya nulidad se declare.”


“Artículo 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales: 


I. Incompetencia del funcionario que lo haya dictado u ordenado, o tramitado el procedimiento del que deriva dicha resolución; 


II. Omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnad a, inclusive la ausencia de fundamentación o motivación, en su caso; 


III. Vicios del procedimiento que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada; 


IV. Si los hechos que lo motivaron no se realizaron, fueron distintos o se apreciaron en forma equivocada, o bien si se dictó en contravención de las disposiciones aplicables o se dejaron de aplicar las debidas, y 


V. Cuando la resolución administrativa dictada en ejercicio de facultades discrecionales, no corresponda a los fines para los cuales la ley confiera dichas facultades 


La Sala podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada y la ausencia total de fundamentación o motivación en dicha resolución.”


� “Artículo 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate. 


[…]


Se suplirá la deficiencia de los agravios del particular apelante, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados. […]”


� Tesis VI.2o.C. J/206 sostenida por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito, visible en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, página 2308, Tomo III, Décima Época, registro digital 2019949, de rubro y texto: “LEGITIMACIÓN, ESTUDIO OFICIOSO DE LA. La legitimación de las partes constituye un presupuesto procesal que puede estudiarse de oficio en cualquier fase del juicio, pues para que se pueda pronunciar sentencia en favor del actor, debe existir legitimación ad causam sobre el derecho sustancial, es decir, que se tenga la titularidad del derecho controvertido, a fin de que exista una verdadera relación procesal entre los interesados.”


Tesis emitida por la Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación, página 203, Volumen 205-216, Séptima Época, registro digital 240057, de rubro y texto: “LEGITIMACION, ESTUDIO OFICIOSO DE LA. La falta de legitimación de alguna de las partes contendientes constituye un elemento o condición de la acción que, como tal, debe ser examinada aun de oficio por el juzgador.”


� Foja 51 del Juicio de origen.


� “Artículo 153. El recurso de apelación se promoverá mediante escrito, dentro de los quince días hábiles siguientes a aquél en que surta sus efectos la notificación de la resolución que se recurre.”


� Según constancia de notificación que obra agregada a foja 112 de los autos del juicio de origen.


� “Artículo 15. Son días hábiles para la promoción, substanciación, y resolución de los procedimientos administrativos y juicios previstos en este Código: todos los días del año; excepto, sábados y domingos; los señalados en el artículo 74 de la Ley Federal del Trabajo; los días de descanso obligatorio; así como aquellos en los que la dependencia o entidad o el Tribunal, según sea el caso, decrete sus periodos vacacionales o suspenda sus labores, lo que harán del conocimiento público mediante acuerdo del titular de la dependencia o entidad respectiva, que se publicará en estrados, en las páginas electrónicas respectivas y en el Periódico Oficial del Estado “Plan de San Luis”, o en la gaceta municipal que corresponda. En este último caso, la existencia de personal de guardia encargado del trámite de lo urgente no habilitará los días.”


� Sirve apoyo la Tesis de jurisprudencia (IV Región)2o. J/5 (10a.) sostenida por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, visible en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, página 2018, Tomo III, Décima Época, registro digital 2011406, de rubro y texto: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PROCEDE SU ANÁLISIS DE MANERA INDIVIDUAL, CONJUNTA O POR GRUPOS Y EN EL ORDEN PROPUESTO O EN UNO DIVERSO. El artículo 76 de la Ley de Amparo, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 2 de abril de 2013, en vigor al día siguiente, previene que el órgano jurisdiccional que conozca del amparo podrá examinar en su conjunto los conceptos de violación o los agravios, así como los demás razonamientos de las partes, a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada, empero, no impone la obligación a dicho órgano de seguir el orden propuesto por el quejoso o recurrente, sino que la única condición que establece el referido precepto es que no se cambien los hechos de la demanda. Por tanto, el estudio correspondiente puede hacerse de manera individual, conjunta o por grupos, en el propio orden de su exposición o en uno diverso.” 


� Emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación, página 70, Volumen 12, Séptima Época, Registro digital: 239187.


� Tesis de jurisprudencia VI.2o.C. J/191, sostenida por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, página 1034, Tomo XII, Novena Época, registro digital 191376.


� Emitida por la Primera la Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, página 731, Libro XIII, Décima Época, registro digital 159947.


�“Artículo 22 Bis. Las Salas del Tribunal podrán contar con personal denominado “auxiliares jurisdiccionales, cuyas funciones serán apoyar las actuaciones y diligencias de todo el proceso, particularmente las que desempeñan los oficiales jurisdiccionales y aquellas que les encomienden los titulares de las Salas. Tendrán fe pública para la práctica de notificaciones, inspecciones, compulsas, audiencias, desahogo de pruebas y las demás, cuya naturaleza así lo requiera”.


� “Artículo 18. Además de las funciones establecidas en el artículo 52 de la Ley, los secretarios de acuerdos tendrán las siguientes:


I. Dar fe y certificar los actos que realiza el titular y autenticar todos los hechos jurídicos de importancia para los juicios de que conoce la Sala;”


Artículo 20. Las funciones inherentes a los secretarios jurisdiccionales son: …


X. Suplir en sus facultades a los Secretarios de Acuerdos cuando el Magistrado respectivo lo disponga; y …”
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